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Sociedad anónima
Nulidad de la resolución asamblearia.  Facultades del directorio.  Apli-
cación del artículo 4030 del Código Civil a la acción de nulidad de la 
resolución asamblearia.  Inexistencia del acto jurídico.

•	CNCom., Sala E, 12/10/2012, “Achinelli, Alberto Pedro c/ Agropecuaria Los Remoli-
nos SA y otro s/ordinario”.  (Publicado en Doctrina Judicial, Buenos Aires, La Ley, año XXIX, 
nº 17, 24/4/2013).

Hechos: el expresidente y accionista de 
una sociedad anónima interpuso deman-
da contra la sociedad y el vicepresidente, 
solicitando la declaración de nulidad de 
una resolución de la asamblea y de una 
escritura.  Sostuvo que en tal acto se apro-
bó la venta de un campo de propiedad de 
la sociedad y la renovación del directorio 
sin su participación.  La sentencia de pri-
mera instancia hizo lugar a la demanda.  
La Cámara confirmó la decisión.

1. – Las resoluciones de las asambleas 
adoptadas como mero instrumento for-
mal para la consecución dolosa o frau-
dulenta de finalidades extrasocietarias y 
no para regir asuntos propios de la so-
ciedad deben ser excluidas del régimen 
de impugnación del artículo 251 de la 
Ley de Sociedades Comerciales y some-
tidas a normas ordinarias de derecho 
común en materia de nulidades y res-
ponsabilidades, de conformidad con la 
previsto en los artículos 15 y 16 del Có-
digo Civil.

2. – Resulta procedente la declaración de 
nulidad de la resolución de la asamblea 

que aprobó la renovación del directorio 
sin la presencia de un accionista, pese a 
que se hizo constar que se trataba de una 
asamblea unánime, al afectar el orden 
público societario, puesto que contraría 
cabalmente la Ley 19.550 en tanto aquél 
fue intencional e indebidamente despla-
zado del órgano de administración.

3. – Debe declararse nula la decisión del 
directorio cuya composición fue irre-
gularmente renovada –en el caso, en 
una asamblea unánime que no lo era– y, 
pese a ello, aprobó la venta del único in-
mueble de la sociedad, en exceso de las 
facultades propias del directorio, sin que 
se hubiera acreditado la existencia de 
una asamblea posterior que hubiera ra-
tificado tal decisión.

4. – El plazo de prescripción bienal del 
artículo 4030 del Código Civil es apli-
cable a la acción de nulidad de la reso-
lución de la asamblea de una sociedad 
anónima que, en forma irregular, renovó 
el directorio y de la posterior decisión 
del directorio que, con esa conforma-
ción, resolvió la venta del único inmue-
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ble de propiedad del ente, toda vez que 
se trata de actos desarrollados para la 
consecución fraudulenta de finalidades 
extrasocietarias, de manera tal que éstas 
no se hubiera constituido sin esos vicios.

5. – La declaración de nulidad de la 
asamblea que en forma irregular reno-
vó la composición del directorio de la 
sociedad anónima demandada y, con 
ello, sirvió de base a la posterior ven-
ta del único inmueble de propiedad del 

ente permite concluir que el acto jurí-
dico que resultó plasmado en ese ins-
trumento notarial debe considerarse no 
sólo nulo, sino también inexistente e 
inválido, por la ausencia de uno de los 
elementos esenciales –sujeto– para otor-
garle validez, pues quien adujo actuar 
en representación de la sociedad nunca 
pudo representarla por emanar tal cua-
lidad de aquel acto asambleario viciado.  
(Del voto del doctor Garibotto).

Nulidad de asamblea,  
de la venta de un inmueble  
y de la escritura*

Osvaldo Solari Costa

Sumario:  Introducción.  1. Determinar el tipo de vicio o invalidez de 
la asamblea que eligió directores.  2. Consecuencia de lo preceden-
te, establecer el plazo de prescripción o de caducidad de la acción 
que procura la nulidad o invalidez de la asamblea.  3. Determinar si el 
directorio es competente para resolver la venta de un activo de tras-
cendencia.  4. Establecer si la escritura es nula en caso de que se 
decida que la asamblea que eligió autoridades o que la decisión del 
directorio que decidió la venta, son irregulares o inválidos.  5. Deter-
minar hasta dónde se extiende el control de legalidad del escribano 
ante la presentación de la documentación societaria para realizar la 
venta del inmueble.  6. Exposición sumaria.

Introducción

En una sociedad anónima integrada por dos socios, uno de 
ellos, el demandado, realiza una asamblea sin la intervención 
del otro socio.  Del texto del acta de esa asamblea resulta que la 
misma fue unánime, cuando, en realidad, se comprueba que el 
socio actor no sólo no concurrió, sino que tampoco fue citado, 
ni convocada la asamblea por edictos.  Esa irregular asamblea 
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La Ley, año IV, nº 3, 
junio 2013.
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–que la Cámara declara nula, con confirmación del fallo de pri-
mera instancia– elige nuevas autoridades y precede a desplazar 
del directorio al socio actor.  Acto seguido, el nuevo directorio 
decide vender el principal activo de la sociedad, un campo ubi-
cado en la provincia de Córdoba, a favor del socio demandado.  
La Sala E declara la nulidad de la venta.

Algunos de los temas de análisis de este interesante caso, 
son: 1) determinar el tipo de vicio o invalidez de la asamblea 
que eligió directores; 2) consecuencia de lo precedente, estable-
cer el plazo de prescripción o de caducidad de la acción que 
procura la nulidad o invalidez de la asamblea; 3) determinar si 
el directorio es competente para resolver la venta de un activo 
de trascendencia; 4) establecer si la escritura es nula en caso de 
que se decida que la asamblea que eligió autoridades o que la 
decisión del directorio que decidió la venta son irregulares o 
inválidos; 5) determinar hasta dónde corresponde el control de 
legalidad del escribano ante la presentación de la documenta-
ción societaria para realizar la venta del inmueble.

1.  Determinar el tipo de vicio o invalidez  
de la asamblea que eligió directores

La asamblea fue, sin lugar a dudas, viciosa, pues no participó 
de ella el socio actor en este pleito, no habiéndose siquiera pu-
blicado la convocatoria a esa asamblea.  A pesar de ello, el acta 
de la reunión consta como realizada con la totalidad de los so-
cios, o sea, con la falsa intervención de ese socio quien no con-
currió.  No hay duda de que esta asamblea es impugnable; así lo 
solicita el actor y así lo considera el juez de primera instancia y 
también la Cámara.  La duda puede radicar en establecer qué 
tipo de anormalidad tiene esta asamblea.  Depende también 
de la respuesta a ello la consecuencia de lo que se plantea en el 
punto siguiente, es decir, si la acción al momento de ser plan-
teada estaba prescripta o había caducado.

Desde nuestro punto de vista, es correcta la decisión ju-
dicial, pues cuando el artículo 251 LS se refiere a la posibilidad 
de impugnar una resolución de asamblea –realizada en viola-
ción a la ley, el estatuto o el reglamento– parte de la premisa 
de que ha habido asamblea y de que ha habido resolución y de 
que dicha decisión ha vulnerado alguna norma interna –esta-
tuto o reglamento– o externa –ley–, pero dentro de un marco 
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de existencia resolutiva de parte del órgano de gobierno.  En 
cambio en el caso analizado, mal puede haber habido reunión 
asamblearia y mucho menos decisiones válidamente tomadas 
si se demuestra que no sólo no ha sido debidamente convocada 
por edictos, sino que se pregona que es unánime cuando un so-
cio (que además tiene una participación sustancial) ni siquiera 
concurrió a la reunión.  Vale, por lo tanto, para casos como el 
de este litigio, ante la afectación viciosa del objeto y causa del 
acto asambleario, la aplicación de las disposiciones de las nuli-
dades de los actos jurídicos más allá de la norma específica so-
cietaria.  Por nulidad se entiende la sanción legal que priva de 
sus efectos normales a un acto jurídico en virtud de una causa 
originaria, es decir, existente en el momento de la celebración. 1   
Se trata de un acto asambleario anulable y de nulidad relativa, 
que, como tal, no cuadra en los supuestos contemplados por la 
norma estricta societaria (251 LS).

Como ha dicho Halperin: “la nulidad presupone que la 
asamblea realmente se celebró; de lo contrario, las decisiones 
atribuidas serían inexistentes” 2.  También así se ha expedido en 
varios casos la jurisprudencia. 3 En general, la doctrina y juris-
prudencia afirman que la normativa del artículo 251 LS se apli-
ca ante causales de nulidad relativa, 4 mientras otros exponen 
que las nulidades absolutas asamblearias tienen también plazos 
de prescripción de acuerdo al Código Civil 5 o que son impres-
criptibles 6 o que tanto las nulidades relativas como las absolu-
tas se rigen por el artículo 251 de la LS. 7

Cuando la asamblea no ha tenido real celebración, pues se 
ha simulado su realización o ha padecido de deficiencias jurí-
dicas de trascendencia, no puede ser considerada válida.  Si se 
demuestra que el acto jurídico asambleario no existió o que, si 
existió, padeció de defectos sustanciales más allá de la celebra-
ción, como ser la omisión de cumplir las formas y requisitos 
básicos de convocatoria y del desarrollo de la reunión, nos en-
contramos ante una asamblea viciada de nulidad –y en algún 
caso, incluso, ante un acto jurídico inexistente– o de un pseu-
do acto que puede ser declarado nulo ni bien se demuestre la 
irregularidad:

Tiene dicho este Tribunal al respecto que si la demanda se basa 
en la existencia de un acto nulo de nulidad absoluta, no es ya de 
aplicación el mencionado art. 251, sino las normas ordinarias 
del Cód. Civil. 8

1. Borda, Guillermo A., 
Tratado de derecho civil 
argentino. Parte general, 
Buenos Aires, Perrot, 
1970, tomo II, p. 388.

2. Halperin, Isaac, 
Sociedades anónimas, 
Buenos Aires, Depalma, 
1974, p. 643.  En sentido 
similar se expiden entre 
otros: Verón, Alberto J. 
y Zunino, Jorge O., 
Reformas al régimen de 
sociedades comerciales, 
Buenos Aires, Astrea, 
1984, p. 447; y Farina, 
Juan M., Tratado de 
sociedades comerciales. 
Parte especial, Zeus, 
1979, tomo II-B, 
“Sociedades anónimas”, 
p. 299.

3. Ver nota extendida en 
p. 250.

4. Ver nota extendida en 
p. 251.

5. Vanasco, Carlos, 
“Contribución al 
estudio de las acciones 
de impugnación de 
asambleas y decisiones 
asamblearias en la Ley 
19.500”, en Revista 
Notarial, nº especial, 
p. 123 (ponencia de la 
II Jornada de Derecho 
Societario, 1981).

6. Ver nota extendida en 
p. 251.

7. Ver nota extendida en 
p. 251.

8. Ver nota extendida en 
p. 251.
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Lo mismo ocurre si se asienta en el libro de actas una reunión 
de asamblea que no tuvo lugar o en la cual han participado 
personas que no son los socios.

Para que las decisiones de una asamblea sean nulas o anu-
lables, se debe partir del requisito de la existencia de una asam-
blea.  Podría ocurrir que la junta de socios, lisa y llanamente, 
no haya tenido lugar y, en ese caso, es más adecuado hacer re-
ferencia a la inexistencia del acto asambleario que a la nulidad 
del mismo; se tratará, pues, de inexistencia del acto real y, a lo 
sumo, habrá una parodia de asamblea, que no puede ser con-
siderada tal.  Sin embargo, el caso analizado no encuadra en el 
supuesto de inexistencia, pues la reunión (pseuda) tuvo lugar y 
se asentó como tal en el libro de actas, con las firmas (fragua-
das), lo que descarta en este caso el concepto de inexistencia, 
para acercarlo al concepto de nulidad por perseguir fines ex-
tra societarios fraudulentos. 9  La impugnación a que hace re-
ferencia el artículo 251 de la Ley 19.550 presupone la realiza-
ción de una asamblea, o sea, que la misma ha tenido lugar pero 
con resoluciones violatorias de la ley, el estatuto o el reglamen-
to.  En el caso en análisis, las resoluciones bien serían válidas 
si la asamblea se hubiera constituido con regularidad, o sea, 
con la participación –debidamente convocados– de sus socios; 
pero esto no ocurrió, pues uno de ellos –el demandante– no 
sólo no fue convocado, sino que ni siquiera estuvo presente en 
la reunión, declarándose fraudulentamente que la reunión era 
unánime, o sea, con la apariencia de que contaba con la parti-
cipación de todos los accionistas, lo que no había ocurrido. 10  
En este caso, la decisión de la asamblea no sólo exhibe la viola-
ción de normas protectoras del socio, sino que podría afectar al 
interés general societario –normativa imperativas– y procurar 
fines extra societarios de manera fraudulenta.11  Consecuencia 
de ello, corresponde apartarse del 251 LS y aplicar los princi-
pios generales del Código Civil sobre nulidad de los actos jurí-
dicos. 12

En el conflicto bajo análisis, el acto jurídico asamblea ado-
lece de nulidad.  El acto es anulable, pues el vicio que padece la 
asamblea debió ser investigado y probado, pues no era visible 
sin indagaciones y no era manifiesto (de lo contrario, el escri-
bano lo debió haber advertido), admitió graduaciones y fue 
susceptible de apreciación judicial, pues de no haberse demos-
trado la ausencia del socio en la junta –a quien le fraguaron la 
firma en el registro de asistencia– la asamblea continuaba vi-

9. CNCom., Sala E, 
19/5/1995, “Noel, Carlos 
M. c/ Noel y Cía SA”.

10. Ver nota extendida 
en p. 252.

11. Ver nota extendida 
en p. 252.

12. CNCom., 
Sala E, 23/5/1989, 
“Larocca Domingo A. 
c/ Argentina Citrus 
s/ sumario”, en La 
Ley, Buenos Aires, 
La Ley, tomo 1989-E, 
p. 280.  CNCom., 
Sala C, 29/10/1990, 
“Schilaci Irene y otra 
c/ Establecimiento 
Textil San Marco SA”, 
en La Ley, Buenos Aires, 
La Ley, tomo 1991-E, 
p. 109.  CNCom., Sala 
D, 1/3/1996, “Abrecht, 
Pablo c/ Cacique 
Camping SA”, de 
20/8/1996.  Otaegui, 
Julio C., ob. cit. (cfr. 
nota 4), p. 417.
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gente, sin necesidad de evaluar si ese déficit merece anular la 
asamblea y su intensidad (art. 1045, 1046, C. Civ.). 13  No obs-
tante, creemos también que se trata de una anulabilidad relati-
va y no absoluta, pues si el socio perjudicado en una posterior 
asamblea ratifica y acepta lo actuado, la nulidad se sanea y al 
acto se confirma, lo que es incompatible con vicios absolutos 
que, además de imprescriptibles, son inconfirmables.  Los dos 
miembros de la Sala E decretan la nulidad de la asamblea y de 
la operación inmobiliaria, aunque por dos vías distintas: nuli-
dad e inexistencia del acto jurídico De nuestra parte: 1) cuando 
el acto inexistente –si se acepta la existencia de los mismos,– 
pasa a ser existente para el derecho, deja de ser inexistente, pues 
tiene implicancias jurídicas o reconocimiento de hecho (p. ej.: 
casos de convalidación de representación hecho e imputación 
de las consecuencias por la teoría de la apariencia o de la im-
putación de actuación de los directores de hecho; aun el clásico 
ejemplo de Zacharie de la inexistencia del matrimonio no es 
hoy tan válido ante la aceptación de altas consecuencias por el 
matrimonio de hecho); 2) aceptamos un régimen de nulidades 
societarias en base a las reglas del Código Civil, adaptadas, en 
su caso, a las particularidades societarias 14 (p. ej.: que se trata 
de un acto colectivo, no bilateral; con efectos a futuro, ex tunc, 
y no retroactivos, bajo el principio de la conservación de la em-
presa; la búsqueda de la seguridad para terceros en las contra-
taciones de la sociedad); 3) las nulidades absolutas que afectan 
el interés general quedan excluidas del 251 LS, pero también 
pueden ser excluidas de dicha norma algunas viciadas con 
nulidades relativas que afectan un interés particular del socio, 
como en el caso de este fallo, donde el socio actor no partici-
pó de la asamblea y, en especial, cuando la sociedad es cerrada 
o de familia. 15

Pensamos que también se puede, pues, accionar en base 
a las nulidades del Código Civil no sólo cuando la nulidad es 
absoluta (afecta el interés general), sino también, en ciertos 
supuestos, cuando es relativa (en protección de un interés par-
ticular), más allá de que el acto sea nulo (vicio manifiesto) o 
anulable (requiere investigación), pues no nos parece adecuado 
que en casos como el citado el acto sea inconfirmable e impres-
criptible. 16  O sea, el 251 LS se refiere a nulidades relativas, pero 
no toda nulidad relativa societaria cae en su órbita.

13. Cifuentes, Santos, 
en Belluscio, Augusto C. 
(dir.) y Zannoni, 
Eduardo A., Código 
Civil. Comentado, 
anotado y concordado, 
Buenos Aires, Astrea, 
1982, tomo 4, p. 686.  
Bello Knoll, Susy I., 
“Impugnación 
de las decisiones 
asamblearias”, en 
La Ley, Buenos Aires, 
La Ley, tomo 1993-A, 
p. 242.

14. Se ha afirmado con 
respecto a las nulidades 
que “la LS regula un 
sistema especial dentro 
del marco general 
del derecho común 
(arts. 1047, 1058, 1051 y 
conc. CC)” (Roitman, 
Horacio, Ley de 
Sociedades Comerciales, 
Buenos Aires, La Ley, 
tomo IV, p. 228).

15. Parece ser la opinión 
de Roitman, ver ídem, 
p. 239.

16. Distinguir cuándo 
el vicio es absoluto y 
cuándo relativo es ardua 
tarea que no permite 
una clasificación 
general.  Halperin 
afirmaba en cuanto a las 
nulidades por omisión 
de requisitos formales 
de convocatoria y 
celebración de la 
asamblea, que si los 
vicios son esenciales, 
la nulidad es absoluta, 
en cambio si no son 
esenciales, es relativa: 
ob. cit. (cfr. nota 2), 
p. 645; pero tampoco es 
fácil generalizar en base 
a esa distinción, pues las 
clasificaciones no son 
absolutas sino relativas.



	 242	 Revista del Notariado 913

2.  Establecer el plazo de prescripción o de caducidad 
de la acción que procura la nulidad o invalidez  
de la asamblea

Partimos de aceptar la postura que considera que las resolu-
ciones que pueden ser impugnadas en base al citado artícu
lo 251 de la LS son aquellas que presuponen la existencia de 
una asamblea dentro de la cual se han tomado las decisiones 
objetables y que adolecen de una nulidad relativa.  Existiendo 
la asamblea, los accionistas, por lo que hace a sus derechos, y 
los demás legitimados en cuanto integrantes de órganos socia-
les, tienen el deber o la carga de plantear sus objeciones dentro 
del breve plazo que establece esa norma. 17  De acuerdo a ello, 
cuando se impugnan decisiones violatorias de la ley, el estatuto 
o el reglamento, el plazo de caducidad para accionar es de tres 
meses desde la clausura de la asamblea. 18  Sin embargo, en el 
caso analizado, no han existido resoluciones irregulares dentro 
de una asamblea bien realizada, sino que la propia asamblea no 
tuvo regular celebración por carecer de elementos sustanciales 
para su realización, como ser la convocatoria o, ante su omi-
sión, la concurrencia de los socios en forma unánime.  Ante 
una situación como la del fallo en cuestión, donde procede la 
declaración de nulidad de la asamblea en sí (acto viciado de 
anulabilidad relativa), no tiene aplicación el plazo citado del 
artículo 251 LS. 19

Podrían plantearse entonces dos alternativas: que la ac-
ción sea imprescriptible o que sea la que corresponda a alguno 
de los casos que la ley civil presenta en el análisis de la nulidad 
de los actos jurídicos.  La primera respuesta es coherente con la 
afirmación de que la asamblea fue inexistente o nula de nuli-
dad absoluta. 20  No obstante –como ya expusimos–, el hecho de 
que de alguna forma los accionados generaron una apariencia 
de asamblea, pues la prueba primaria de la existencia de una 
asamblea es el acta volcada en el respectivo libro rubricado y 
esa acta de la asamblea sí estaba asentada en el libro, nos lleva 
a afirmar que se consiguió una apariencia de asamblea que, por 
tanto y por tal, no puede ser calificada como inexistente, la que, 
al exteriorizar visos de realismo, nos lleva a la necesidad de que 
sea declarada nula (es anulable, pues la existencia del vicio re-
quiere investigación) y de nulidad relativa, pues afecta intereses 
del socio actor, quien podría confirmar el acto.  La reunión de 
socios no fue real, pero expuso una apariencia de realidad que, 

17. “Es improcedente 
la impugnación de 
la asamblea incoada 
por el socio de una 
sociedad anónima, ya 
que la acción se inició 
cuando había expirado 
el plazo de tres meses 
previsto en el art. 251 
de la Ley de Sociedades 
Comerciales” (Cám.
Civ.yCom. Lomas 
de Zamora, Sala I, 
17/4/2008, “Andrietti, 
Eugenio Mario 
c/ Metaltérmica SA”, en 
La Ley Buenos Aires, 
2008, julio, p. 675, por 
citar un ejemplo).

18. Manóvil, Rafael 
M., ob. cit. (cfr. nota 11).

19. Ver nota extendida 
en p. 252.

20. Ello sin perjuicio de 
importantes opiniones 
que consideran que 
aun los actos nulos 
de nulidad absoluta 
pueden ser pasibles 
de prescripciones 
(Fargosi, Horacio, 
ob. cit. [cfr. nota 7], 
p. 996; Roitman, ob. cit. 
[cfr. nota 14], p. 269), 
con lo cual –de ser así– 
habría que considerar 
que no son nulidades 
absolutas puras del 
Código Civil, sino 
nulidades absolutas ad 
hoc societarias, que, en 
parte, se regulan por el 
Código Civil y, en parte, 
por principios propios 
(la prescripción de 
una nulidad societaria 
absoluta contra la no 
prescripción de la civil).
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incluso, llevó al escribano que autorizó la escritura de venta del 
inmueble decidido en esa asamblea a hacer creer que el acto 
había tenido lugar.

Admitamos que la gran mayoría de las asambleas de so-
ciedades cerradas o de familia (que a su vez son la inmensa 
mayoría en nuestro país) no se realiza mediante una reunión 
real deliberativa y, por tanto, no respeta la ley y, por tanto, es 
en realidad anulable (pues la reunión no tuvo lugar).  En esos 
casos, los accionistas se limitan a firmar el libro de asistencia 
a asamblea (en la oficina o en su casa) y el acta de la asamblea, 
firmada por los designados, se asienta en el libro sin reunión 
alguna.  Desde el punto de vista estricto jurídico, son asambleas 
anulables, como se ha dicho, pues, mientras nadie las impugne, 
seguirán “vivitas y coleando” y surtirán efectos jurídicos, con la 
posibilidad de que alguien, algún día, pida su nulidad.

No se aplica el plazo del artículo 251 LS citado cuando los 
principios afectados no sólo afectan intereses generales socie-
tarios 21 –nulidad absoluta–, sobre lo que se ha expedido la ju-
risprudencia, 22 sino también, en nuestro parecer, cuando existe 
una nulidad en prejuicio de un interés del socio –nulidad rela-
tiva–, quien ni siquiera fue citado a la asamblea, no pudo por 
tanto saber sobre su celebración y, peor aún, cuya asistencia es 
fraudulentamente registrada. 23  Corresponde considerar, en-
tonces, que el plazo de prescripción de la acción es el bienal del 
artículo 4030 del Código Civil por tratarse de un acto ejecuta-
do en forma fraudulenta para la obtención de una transferen-
cia inmobiliaria simulada –llevada a cabo como si se tratara de 
una real compraventa–, tal como lo expresó el juez de prime-
ra instancia y la vocal preopinante de cámara, doctora Gómez 
Alonso de Díaz Cordero, con la adhesión del doctor Garibotto, 
aun cuando por la vía de la nulidad absoluta –descuento que 
de carácter anulable y no nulo– y no la relativa, como nos pare-
ce corresponde.

3.  Determinar si el directorio es competente  
para resolver la venta de un activo de trascendencia

En cuanto a la validez o nulidad de la escritura, se pueden dife-
renciar dos ámbitos diferentes de estudio.

Por un lado, la responsabilidad del escribano en cuanto a 
su actuación en el control de legalidad que debe ejercer sobre la 

21. Ver nota extendida 
en p. 253.

22. Ver nota extendida 
en p. 253.

23. “Si alguien ha 
padecido un error 
esencial o ha sido 
víctima de un dolo 
principal o de violencia 
o de intimidación, 
de manera tal que 
sin ese vicio no se 
hubiese celebrado 
el acto jurídico, está 
precisado a no demorar 
la situación y debe 
impugnar la validez 
del acto en un lapso 
prudencial que el 
legislador estableció en 
dos años” (Cifuentes, 
Santos [dir.], Código 
Civil. Comentado 
y anotado, Buenos 
Aires, La Ley, 2004, 
p. 822).  “La acción 
de impugnación de la 
resolución asamblearia 
que dispuso una 
elevación artificiosa 
del capital social, 
escapa, en materia de 
prescripción, al límite 
temporal del art. 251 
de la Ley de Sociedades 
Comerciales, siendo de 
aplicación al conflicto, 
el art. 4030 del Cód. 
Civil al no haber 
un disenso sobre la 
actividad de la sociedad, 
sino en el desapropio 
de la participación en 
la misma cometido por 
unos accionistas contra 
otros” (CNCom., Sala 
D, 1/3/1996, El Derecho, 
Buenos Aires, UCA, 
tomo 168, p. 546).
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llamada documentación habilitante societaria que se le ha pre-
sentado; función que, por otra parte, se encuentra dentro de su 
actuación en todo acto jurídico que instrumenta y autoriza por 
escritura pública.  El artículo medular en el tema societario es 
el 58 de la Ley de Sociedades.  ¿Hasta dónde se extiende la in-
tervención del control notarial en cuanto a los límites de la re-
presentación societaria?  Viejo y debatido asunto.  En base a la 
teoría de la apariencia y del riesgo, se afirma, con razón, que la 
sociedad es la que debe cargar con los excesos de actuación que 
realiza el representante que omite que previamente tenga lugar 
la decisión y actuación organicista interna, ya sea del órgano de 
gobierno o del de administración (de la asamblea o del directo-
rio en la anónima).  Tenemos dicho que es correcto el sentido 
del artículo 58 LS en protección de los terceros de buena fe en 
la mayoría de las contrataciones donde no hay oportunidad ni 
posibilidad de verificar el cumplimiento de las restricciones y 
decisiones internas, pero no para cubrir actuaciones donde el 
tercero no ha desplegado siquiera las mínimas actividades para 
asegurar que el representante no está infringiendo los límites 
de su actuación. 24  Es trascendente determinar si el tercero co-
noce la infracción o extralimitación de la actuación del repre-
sentante.  Para esta decisión se deben considerar, entre otros 
aspectos, las circunstancias y vínculos personales que el terce-
ro mantiene con la sociedad, pues no es lo mismo un tercero 
contratante que actúa por primera vez con la sociedad; al caso 
de esta controversia, donde el comprador fue presidente de la 
sociedad y, a su vez, accionista, por lo que tenía cabal conoci-
miento de lo que pasaba internamente y, por tanto, de la mala 
fe de su actuación.  También hemos afirmado que el sistema so-
cietario requiere de las decisiones de los órganos internos en 
forma previa a la actuación externa del representante.

En el caso bajo análisis, es decir, en la venta de un inmue-
ble donde el escribano cumple una función de control de lega-
lidad, no corresponde que el representante omita presentar al 
notario la decisión interna que resolvió la venta del inmueble.  
Por lo tanto, en casos como el presente no puede argumentarse 
que se puede prescindir de la presentación del acta de asam-
blea que decide la venta y que la intervención del representan-
te obliga a la sociedad sin más. 25  La protección al tercero y su 
contracara, la imputación de la obligación para la sociedad por 
los actos otorgados por el representante, imponen que en ac-
tuaciones no rutinarias y donde hay tiempo, espacio y circuns-

24. Solari Costa, 
Osvaldo, “Representante 
societario. Límite para 
obligar a la sociedad”, VI 
Congreso Argentino de 
Derecho Societario 1995, 
Buenos Aires, Ad-Hoc, 
tomo I, p. 554; también 
en “Conveniencia de 
replantear los límites 
de la representación 
societaria”, en La Ley, 
Buenos Aires, La Ley, 
tomo 1994-E, p. 420.

25. Ver nota extendida 
en p. 246.
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tancias para que intervenga el órgano interno de decisión, se 
exhiba y justifique –en este caso, en sede notarial– el acta que 
refleja la decisión orgánica interna de llevar a cabo la opera-
ción.  Es cierto que el límite entre la decisión de gobierno o de 
disposición –incumbencia de la asamblea– y la de administra-
ción no siempre es nítido: ¿puede el escribano saber si deter-
minada venta de inmueble es un acto de disposición societaria 
cuya decisión queda en órbita de la asamblea o es un mero acto 
de administración, pues se encuentra la venta dentro de la ope-
rativa habitual de la sociedad?  No hay respuestas contundentes 
ni exclusivas.  Para una sociedad que se dedica a la construc-
ción de un edificio, la venta de las unidades terminadas es un 
claro caso de administración en cumplimiento del objeto; lo 
mismo para una sociedad que lleva a cabo un emprendimien-
to de subdivisión de una fracción mayor para vender los lotes 
subdivididos; también podría ser un acto de administración la 
venta de uno de tantos inmuebles que están en el activo de la 
entidad a fin de reinvertir el importe en otra actividad más ren-
table o si se trata de la venta de una oficina para adquirir otra 
más grande o ubicada en otra zona geográfica.

El escribano no puede conseguir elementos contundentes 
que le den la seguridad de que esa venta es un acto de adminis-
tración y que, por ende, alcanza con una decisión del directorio 
o es un acto de disposición societaria que requiere el pronun-
ciamiento de la asamblea.  Ante la duda, debe al menos indagar 
y, en principio, pedir acta de asamblea, y, en caso de negativa, 
por tratarse de una venta de administración –y no de disminu-
ción sustancial del activo de la sociedad– obtener, al menos, 
una declaración escrita de por qué se trata de una acto de ad-
ministración societaria y no de disposición; y, eventualmente, 
dejar constancia en la escritura o en documentación accesoria 
al trámite notarial todo ello a fin de cubrir la buena fe diligen-
cia que debe obtener el comprador para que sea considerado 
como tal de buena fe.  Ni que hablar en casos como el del fallo 
en análisis, donde resulta de toda evidencia que la fracción de 
campo ilícitamente enajenada constituía el único activo sustan-
cial de la sociedad. 26

Al respecto, expresa Polo, refiriéndose a los límites de la 
eficacia externa del poder de representación, que la norma de 
la directiva europea, procedente del derecho alemán, parece 
partir de la existencia legal de determinados límites al poder 
de representación, tales como una distribución o complemento 

26. Por lo afirmado, 
no estoy de acuerdo 
con la actual redacción 
del citado art. 58 LS, 
ni con las opiniones 
de los autores que 
no contemplan en la 
interpretación de esa 
norma la buena o la 
mala fe o la culpa grave 
del tercero contratante, 
o sea, el conocimiento o 
la ignorancia negligente 
de la infracción.  Solari 
Costa, Osvaldo, 
obras citadas (cfr. nota 
24), pp. 553 y 420, 
respectivamente.
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de las competencias representativas, que impidan que los ad-
ministradores, extralimitándose en sus poderes, puedan poner 
en peligro el patrimonio social mediante actos de disposición 
–extraños o no al objeto social delimitado en los estatutos– que 
puedan comprometer gravemente ese patrimonio, tales como 
contratos de empresa, cesión de parte de su patrimonio, conce-
sión de créditos y avales a favor de administradores y directivos 
de la sociedad, etc. 27  Ello supone que, aun cuando tales actos 
estén comprendidos en el objeto social, la sociedad no quedará 
obligada si no los ha autorizado previamente la junta general a 
través del oportuno acuerdo, con independencia de su conoci-
miento por el tercero y de su buena o mala fe.

4.  Establecer si la escritura es nula en caso  
de que se decida que la asamblea que eligió 
autoridades o que la decisión del directorio  
que decidió la venta son irregulares o inválidos

La nulidad de una escritura tiene dos planos distintos de actua-
ción.  Uno es la posible nulidad del acto jurídico que la escri-
tura contiene (como ser por vicios de la voluntad, simulación, 
ausencia de alguno de los elementos especiales del contrato o 
acto jurídico, etc.) y otro distinto es la nulidad de la escritura 
por adolecer de algún vicio en la redacción o en la forma en 
que la ley impone para que sea tal (falta de firma de los compa-
recientes; omisión de autorización del notario; falta de uso de 
protocolo; enmendaduras en partes esenciales sin salvar; omi-
sión de tiempo y lugar de otorgamiento, etc.).  En el caso anali-
zado, la Cámara decreta la nulidad de la escritura de venta del 
inmueble por parte de la sociedad.

La nulidad establecida se refiere, en realidad, a los vicios 
en el acto jurídico, pues de ninguna parte de la sentencia re-
sulta que la escritura adolezca de ningún vicio en su redacción 
o procesamiento. 28  La escritura en sí fue formalmente válida 
y redactada de acuerdo a derecho.  Lo que ha fallado es el acto 
jurídico que el notario redacta y que las partes declaran, por 
haber sido otorgado fraudulentamente en perjuicio de uno de 
los dos socios de la sociedad. 29  Los requisitos de forma y fon-
do que regulan el otorgamiento de la escritura pública se han 
cumplido, por lo que no es impugnada ni impugnable; pero el 

27. Polo, Eduardo, 
“Los administradores 
y el consejo de 
administración de la 
sociedad anónima”, 
en Uría y otros (dirs.), 
Comentario al régimen 
legal de las sociedades 
mercantiles, Madrid, 
Civitas, 1992, tomo VI, 
pp. 180-182.

28. “... si bien se ha 
establecido que en los 
juicios en los que se 
pretende la anulación de 
una escritura pública, 
como ocurre en el sub 
lite se constituye un 
litisconsorcio pasivo, 
por lo cual la litis 
debe integrarse con 
todos aquellos que 
han participado en 
el acto impugnado 
(conf. CNCiv., Sala E, 
El Derecho, 96-413), 
respecto al escribano 
interviniente, esta sala 
ha determinado que 
su participación en el 
proceso debe limitarse 
a aquellas cuestiones 
en que la pretensión es 
ejercida en función de 
vicios que tengan su 
origen en la escritura 
pública en sí misma, 
resultando innecesaria 
su citación cuando sólo 
se enjuicia la intención 
fraudulenta de las 
partes, a la que resulta 
totalmente ajeno el 
notario, como ocurre en 
el caso de autos” (expte. 
28646/2004, “Aranibar 
Guerrero c/ Álvarez”, del 
21/9/04; “Celso, Lidia 
C. c/ Chiarelli, Juan”, 
5/10/2004; CNCiv., con 
voto de los doctores 
Carlos R. Ponce, Julio 
M. Ojea Quintana y 
Delfina M. Borda).

29. Ver nota extendida 
en p. 247.
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acto jurídico que se ha documentado en ella sí es nulo.  Hay fe 
pública de la venta que se ha otorgado; hay autenticidad de las 
declaraciones de voluntad que han reglado el contrato de com-
praventa.  No hay observaciones formales ni materiales en la 
actuación del escribano ni en la redacción del instrumento pú-
blico, pero el contenido está viciado; por ello, corresponde la 
nulidad del acto, no del instrumento.

Perfectamente puede ocurrir que haya validez del acto 
instrumental –la escritura– y nulidad del acto instrumentado. 30  
Ante la existencia de una escritura, el terreno de la invalidez 
puede presentarse en dos planos distintos que el ilustre nota-
rialista español Rafael Núñez Lagos distinguía entre la dimen-
sión del acto y la dimensión del papel. 31  Es lo que ha ocurrido 
en este caso, aunque la terminología del sentenciante pueda no 
ser del todo precisa.  Existe causal de invalidez del acto jurídico 
por simulación o fraude a la ley (art. 1044, C. Civ.), no del ins-
trumento notarial.  La nulidad está en la venta simulada y en 
la presentación de documentación habilitante societaria defec-
tuosa: allí está la nulidad que decreta la Cámara.  La escritura 
pública no es nula; no está viciada y sólo por un uso termino-
lógico práctico pero no técnico se declara su nulidad; lo anula-
do ha sido la venta, o sea, el contrato, o sea, el negocio jurídi-
co que la escritura contiene.  La nulidad de un acto jurídico no 
provoca per se la nulidad del instrumento que contiene dicho 
acto y viceversa –salvo que la escritura pública sea un requisito 
de validez del acto instrumentado–. 32

5.  Determinar hasta dónde se extiende el control  
de legalidad del escribano ante la presentación  
de la documentación societaria para realizar  
la venta del inmueble

Como anticipamos, cuando se lleva a cabo una venta inmobi-
liaria en sede notarial, el escribano solicita a la sociedad vende-
dora –además de la documentación del inmueble– la presen-
tación de la llamada personería o documentación habilitante.  
La sociedad debe exhibir el estatuto originario y las reformas 
para justificar la existencia de la sociedad; el escribano revisa 
las cláusulas del estatuto que puedan tener vinculación con los 
requisitos que deben ser cumplidos para la toma de decisión 

30. Ver nota extendida 
en p. 247.

31. Núñez Lagos, 
Rafael, Hechos 
y derechos en el 
documento público, 
La Plata, UNA, 1969, 
p. 29.  “Por tanto, puede 
ocurrir que un acto 
sea existente, pero 
que en la dimensión 
instrumento no cuente 
con el correlato de 
un instrumento.  
O que un acto sea 
válido, pero que en la 
dimensión instrumento 
esté reflejado en un 
instrumento inválido.  
O que un acto sea 
eficaz, pero que en la 
dimensión instrumento 
esté reflejado en 
un instrumento 
ineficaz.  Y viceversa”.  
Carrica, Pablo A., 
Derecho documental. 
Instrumentos públicos, 
privados y particulares, 
Buenos Aires, La Ley, 
2003, p. 99.

32. Es el caso de 
los contratos ad 
solemnitatem, donde 
la forma escritura 
pública es requisito de 
existencia del negocio, 
como ocurre con la 
donación de inmuebles 
o la donación de 
prestaciones periódicas 
o vitalicias o el contrato 
oneroso de renta 
vitalicia (1810, 2071, 
C. Civ.).
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de la venta (decisiones internas) y con la actuación del repre-
sentante.  También se deben presentar los libros de actas de 
asambleas y de directorio para justificar la designación de au-
toridades –o la escritura o el instrumento con las transcripcio-
nes de esas actas– (normalmente para determinar quién es el 
presidente del directorio) y, finalmente, la llamada acta espe-
cial, que decide la venta.  En este tema existen dos ámbitos de 
revisión notarial: 1) el escribano es responsable de verificar la 
existencia de la sociedad y de la legitimación de la persona que 
dice ser el representante societario.  Para una parte de la doctri-
na notarial, también debe controlar que el órgano de decisión 
interna (asamblea o directorio en la anónima) haya decidido la 
venta y los términos básicos de la operación.  Para otro sector 
de opinión, el escribano no debe solicitar el acta especial, pues 
el sistema organicista y la teoría de la apariencia hacen que la 
sociedad siempre quede obligada.  Participamos sin dudas de 
la primera postura, pues la protección del tercero contratante 
con la sociedad, ante la falta de cumplimiento de las decisio-
nes internas, sólo corresponde en los casos en los cuales le es 
imposible, obrando con buena fe diligencia, percatarse de que 
se afecta un proceso de protección interna societaria; pero no 
cuando, por las particularidades de la operación –y es la re-
gla general en las ventas inmobiliarias–, permiten controlar 
el cumplimiento de los requisitos internos societarios; mucho 
más con el control calificado notarial, como bien ha dicho el 
destacado comercialista español Francisco Vicent Chuliá.

En una u otra posición, lo que es claro es que el escribano 
no es responsable de verificar la autenticidad de que lo deci-
dido y volcado en actas en libros rubricados resulta veraz en 
cuanto a lo que aconteció en la asamblea, en cuanto a quiénes 
asistieron a la asamblea –si son realmente esas personas– y en 
cuanto a que las firmas son realmente de ellas.  En este tema, 
la sociedad vendedora, en el fallo analizado, presenta un acta 
en libros con firmas que luego se comprueba que no eran ver-
daderas (al menos una, la del socio actor).  Es responsabilidad 
de los administradores societarios resguardar debidamente la 
integridad y veracidad de los asientos y, por supuesto, que las 
firmas que figuran en el libro de asistencia a asamblea y en el 
acta respectiva sean verdaderas.  Es importante remarcar este 
aspecto, pues, de lo contrario, no sería posible llevar a cabo 
ninguna contratación con terceros que fuera inexpugnable si 
se partiera de la duda o de la hipótesis de que los asientos en 
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libros puedan no ser verdaderos y de que las firmas puedan ser 
falsas.  Reinaría absoluta inseguridad jurídica.  En este aspecto 
–validez de los asientos y veracidad de las firmas–, la sociedad 
quedará obligada si el comprador es de buena fe.

Lo que es evidente en el juicio analizado es que el tercero 
no fue de buena fe, pues conocía la irregularidad de los asien-
tos societarios, por lo que es razonable que la operación se anu-
le, pero no la escritura por su configuración externa y por el 
cumplimiento de requisitos formales y sustanciales, sino por-
que el negocio interno –el contenido, no el continente– estaba 
viciado.

6.  Exposición sumaria

a)	 Se realiza una asamblea de una sociedad anónima sin con-
vocatoria por edictos ni la intervención de uno de los dos 
accionistas –el actor–.  Esa irregular asamblea –que la Cá-
mara declara nula, con confirmación del fallo de primera 
instancia– elige nuevas autoridades y precede a desplazar 
del directorio al socio actor.  El nuevo directorio decide 
vender el principal activo de la sociedad, un campo ubi-
cado en la provincia de Córdoba, a favor del socio deman-
dado.  La Sala E declara la nulidad de la venta.

b)	Los dos miembros de la Sala E decretan la nulidad de la 
asamblea y de la operación inmobiliaria, aunque por dos 
vías distintas: nulidad e inexistencia del acto jurídico.  
Consideramos que, en este caso, no cuadra la declaración 
de asamblea inexistente, pues ocasionó consecuencias ju-
rídicas y situaciones de hecho.  Aceptamos un régimen de 
nulidades societarias en base a las reglas del Código Ci-
vil, adaptadas en su caso a las particularidades societarias.  
Las nulidades absolutas (que afectan el interés general) 
quedan excluidas del 251 LS, pero también pueden ser ex-
cluidas de dicha norma algunas viciadas con nulidades re-
lativas (que afectan un interés particular del socio), como 
en el caso de este fallo, donde el socio actor no participó 
de la asamblea.  También se puede, pues, accionar en base 
a las nulidades del Código Civil no sólo cuando la nulidad 
es absoluta (afecta el interés general), sino también, en 
ciertos supuestos, cuando es relativa (en protección de un 
interés particular) –más allá de que el acto sea nulo (vi-
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cio manifiesto) o anulable (requiere investigación)–, pues 
no nos parece adecuado que el acto sea inconfirmable e 
imprescriptible.  El 251 LS se refiere a nulidades relativas, 
pero no toda nulidad relativa societaria cae en su órbita.

c)	 Ante una situación como la del fallo en cuestión, donde 
procede la declaración de nulidad de la asamblea en sí 
(acto viciado de anulabilidad relativa), no tiene aplicación 
el plazo citado del artículo 251 LS, sino el de prescripción 
bienal del artículo 4030 del Código Civil, por tratarse de 
un acto ejecutado en forma fraudulenta para la obtención 
de una transferencia inmobiliaria simulada.

d)	En casos como el presente –aun ante la disposición del ar
tículo 58 LS–, no se puede prescindir de la presentación 
en sede notarial del acta de asamblea que decide la venta 
para cubrir la buena fe diligencia del comprador, en espe-
cial cuando resulta que el inmueble enajenado constituía 
el único activo sustancial de la sociedad.

e)	 La nulidad de la asamblea tiene origen en un vicio del 
acto jurídico y no de la escritura.  La nulidad de un acto 
jurídico no provoca per se la nulidad del instrumento que 
contiene dicho acto –y viceversa–.

f)	 El escribano no es responsable de verificar la autenticidad 
de lo que se ha asentado en actas en libros rubricados, ni 
si quienes asistieron a la asamblea son los socios o si las 
firmas son realmente de ellos.

Notas extendidas

3. “La acción que prevé el art. 251 de la LSC no comprende los supuestos de nulida-
des absolutas en que esté afectado el orden público, sino que solamente comprende 
las nulidades relativas”: CNCom., Sala B, 24/9/1980, en La Ley, Buenos Aires, La Ley, 
tomo 1982-A, p. 820.  “La acción tendiente a dejar sin efecto un acto asambleario de 
nulidad absoluta debe ser ejercida por la vía ordinaria de nulidad prevista por el Cód. 
Civil, toda vez que las vías de impugnación de decisiones asamblearias previstas por el 
art. 251 de la ley de sociedades Ley 19.550, sólo está reservada para los supuestos de 
invalidez relativa [...] El orden público no es extraño a la regulación de la ley 19.550, 
y que puede ser afectado cuando un acuerdo asambleario resuelve derogar o menos-
cabar, para el futuro, los derechos inderogables que el legislador ha otorgado a los ac-
cionistas, como suficiente aliciente para participar en la constitución de las mismas [...] 
Por ello, resulta claro que el art. 251 de la LSC, no ha derogado lo dispuesto por los 
arts. 18, 1047 y 1048, del Cód. Civil y en consecuencia, que las nulidades absolutas no 
están incluidas en la acción impugnatoria prevista por el ordenamiento societario [...] 
Lo expuesto implica, como lógica consecuencia, que las acciones tendientes a dejar sin 
efecto un acto asambleario de nulidad absoluta deben ser demandadas mediante la ac-
ción ordinaria de nulidad prevista por el Cód. Civil (Otaegui, Julio C., Invalidez de 
actos societarios, Ábaco, Buenos Aires, 1978, p. 417), resultando improcedente encau-
zarla por las vías de la impugnación de decisiones asamblearias previstas por el art. 251 
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p. 605).  Como dice Paz Ares, la seguridad del tráfico en materia de representación no 
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lencia, error, reserva mental o simulación, pueden conducir a la nulidad del negocio 
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“La validez o nulidad del acto jurídico debe juzgarse independientemente de la validez 
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